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CONSULTA

Tema:
Al tenor del artículo 254 del Código Sustantivo del Trabajo, el empleador que sin debida autorización, efectúe pagos parciales del auxilio de cesantía antes de la terminación del contrato de trabajo, perderá las sumas pagadas, sin que pueda repetir lo pagado.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, primero de octubre de dos mil nueve

Acta número 0061 del 1º de octubre de 2009

En la fecha, siendo las cuatro de la tarde, conforme se programó en auto que precede, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública dentro de la que ha de absolverse la consulta de la sentencia dictada por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el 1° de abril de 2009, dentro del proceso de doble instancia que Oliverio Méndez Gómez le promueve a María Liliana Arias. 

El proyecto presentado por el ponente, aprobado por los restantes Magistrados de la Sala, fue discutido como consta en el acta a que se refiere el encabezamiento y alude a estos,

ANTECEDENTES

Manifiesta el actor, que prestó su servicios bajo la dependencia y subordinación de la demandada desde el 16 de octubre de 2003 al 11 de febrero de 2008, desempeñando las funciones de operario en rollos para máquinas telares (urdidor) en el municipio de Santa Rosa de Cabal, devengando un salario promedio de $160.000 semanales, bajo las órdenes de la señora María Liliana Arias y con un horario que se extendía entre las 7:00 a.m. a 12:00 p.m y de 1:00 p.m. a 5:00 p.m.; las labores eran ejecutadas en las instalaciones de la demandada ubicado en Carrera 16 No. 20-25 del mencionado municipio; la demandada no le canceló las cesantías, intereses a las cesantías, prima de servicios y vacaciones.

Con base en el sustento fáctico relatado pretende que, luego de declarar la existencia entre las partes de un contrato de trabajo a término indefinido, desarrollado entre el 16 de octubre de 2003 y el 11 de febrero de 2008, terminado injustamente por la empleadora, ésta sea condenada al pago de vacaciones, primas legales, cesantías y sus intereses por todo el tiempo de servicios; indemnización por despido injusto e indemnización moratoria; por último solicita sea condenada la demandada al pago de las costas procesales, incluyendo los honorarios del abogado.    

La demanda fue admitida después de corregida por auto del 25 de mayo de 2008, fl. 12, y se ordenó correrla en traslado a la parte accionada, quien contestó por medio de apoderada, fl. 18, pronunciándose respecto a los hechos. Se opuso a las pretensiones y excepcionó “Cobro de lo no debido”, “Pago de las Presuntas Prestaciones Sociales” y “Mala Fe y Temeridad”.

Fracasó la fase conciliatoria ante la inasistencia del demandante, fl. 49, lo que le acarreó como consecuencia que se presumieran ciertos los hechos de la contestación de la demanda susceptibles de confesión. Agotadas otras etapas, el Juzgado se constituyó en primera audiencia de trámite disponiendo la apertura del proceso a prueba ordenando tener por tales las que a las partes interesaron. 

Instruido en lo posible el debate, se clausuró el período probatorio convocándose a juzgamiento que fue proferido en audiencia pública llevada a cabo el 19 de febrero último, fl. 67. La sentencia negó las pretensiones de la demanda al encontrarse que el actor no acreditó los elementos integrantes del contrato de trabajo respecto de la supuesta empleadora.

Como la sentencia resultó totalmente adversa a los intereses del demandante se ordenó su consulta, y en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social se enviaron las diligencias ante esta Sala, donde una vez corrido el traslado de rigor a las partes se dispone a resolver previas las siguientes

CONSIDERACIONES

Conforme al artículo 1° de la Ley 50 de 1990, que subrogó el 23 del Código Sustantivo del Trabajo, para lograr el éxito de pretensiones laborales surgidas con ocasión de un contrato de trabajo, deben acreditarse con suficiencia los elementos esenciales del mismo, sin que para ello baste su enunciación en la demanda, pues se exige el aporte indispensable de pruebas que permitan al juzgador de instancia analizar y arribar, por persuasión racional, al convencimiento íntimo sobre lo que constituye el reclamo y las bases sólidas que se invocan para ese efecto. Para el trabajador demandante, sin embargo, siguiendo los postulados del artículo 2º de la Ley 50 de 1990, que subrogó el 24 del estatuto aludido, opera la presunción según la cual le basta probar la relación de trabajo personal para entender que dicha prestación del servicio estuvo regida por un contrato laboral, dando por sentado el legislador, en tal evento, que los otros elementos quedan evidenciados y, entonces, corresponde al empleador demandado desvirtuarlos. 

Con el fin de desatar el grado jurisdiccional de consulta, procederá la Corporación al análisis de cada uno de las pruebas presentadas por las partes:

TESTIGOS PARTE DEMANDADA.

Roberto Antonio Flórez Cabeza, sostuvo a folio 56:

“El contrato era por prestación de servicios por labor efectuada ...el contrato era verbal, por cuanto el objeto del trabajo era por labor realizada … él no tenía jornada fija ni determinada, ya que él ganaba de acuerdo a lo que él realizaba. él podía entrar a las diez de la mañana y salir a las doce, no tenia una jornada determinada, como también podría empezar a las ocho de la mañana y salir a las doce del día … él prácticamente no recibía ordenes, él trabajaba a criterio de él … se le pagaba semanal o a veces mensual cuando el trabajaba, según la cantidad de labor, la cantidad de conos hechas … es que no, no se le despidió. Él se le liquidó todo, ese diciembre se le liquidó la totalidad, se le hizo toda la liquidación correspondiente”.

María Magdalena Morales Soto, indicó a folio 59 que:

“Diurna, de día por ahí de nueve de la mañana a tres de la tarde, de ocho de la mañana a dos de la tarde, a veces iba tempranito, no tenía ese horario fijo … cada ocho días, pagaban cada ocho días, yo se eso porque ella LILIANA va llamando a uno por uno y uno escucha … pues, ella a fin de año, uno firma un papelito donde dice prima, cesantía y le da a uno trescientos o cuatrocientos mil pesos, de eso si estoy segura de eso, así estén al contrato o al día ella le da a cada uno a eso … no, porque estuvo un mesa cerrada por la muerte del señor, se que eso fue como un mes y unos diitas por ahí, yo he trabajado derecho, que yo haya descansado por obligación ese mes...”.

Marlene Nieto Morales, manifestó a folio 61:

“… yo se que OLIVERO (sic) trabajó con MARÍA LILIANA, trabajó hasta el 2007, él trabajaba al contrato, ellos abren a las siete de la mañana, pero él entra a la hora que le da la gana. Yo se todo eso, porque yo viví enseguida de la fabrica …”

Carlos Andrés Hurtado Tamayo, a folio 63, expuso:

“Cuando yo entré a trabajar allá, ya estaba OLIVERIO trabajando allá … el hombre entraba a la hora que él quisiera a las siete, a las ocho o a las nueve de la mañana y se iba por ahí a la tres o cuatro o cinco, a según, él mismo se ponía el sueldo … se lo pagaban a veinte mil pesos cada urdido … “  

Los anteriores testimonios, todos aportados por la parte demandada, pues los solicitados por el demandante no se presentaron, son contestes y coinciden en que la relación habida entre las partes no fue de carácter laboral, pues el actor era independiente en cuanto a la ejecución de sus labores, él mismo establecía su horario y su remuneración dependía de la mayor o menor cantidad de trabajo realizado, o sea, que a mayor esfuerzo y dedicación, mayor sería su pago.
Visto lo anterior, aparentemente se desvirtuó la presunción que cobijaba al actor, al tenor del artículo 24 del Código Sustantivo del Trabajo, pues aunque se evidenció la prestación personal del servicio por parte de Méndez Gómez, la accionada, por medio de los testimonios aportados demostró que dichas labores no estuvieron enmarcadas por la subordinación o dependencia que se requieren para declarar la existencia de un nexo de tipo laboral.

Se dice que aparentemente se desvirtuó la presunción, toda vez que los testimonios aportados al infolio corresponden a trabajadores al servicio de la misma demandada, por lo que sus deponencias pueden estar influidas por ello.

Y aunque, al no asistir el actor a la audiencia de conciliación se presumieron ciertos los hechos contenidos en la contestación de la demanda, ello, por tratarse de una presunción de orden legal, admite prueba en contrario,

Eso es precisamente lo que ocurre en el caso de marras, toda vez que obran a folios 25, 26 y 27 sendos documentos por medio de los cuales se le liquidaron al trabajador las prestaciones sociales correspondientes a los años 2006, 2007 y prima de servicios del año 2006, lo cual resulta totalmente extraño a las labores supuestamente independientes que desarrollaba el demandante, tal como lo afirman la accionada y sus testigos, lo cual viene a desdibujar totalmente lo planteado por el a quo en su decisión.

Entonces, a pesar de que el actor desplegó nula actividad probatoria, de acuerdo a los documentos de folios 25 y 26, se puede llegar fácilmente a la conclusión de que, por lo menos, entre el 1° de enero de 2006 y el 31 de diciembre de 2007, existió entre las partes un contrato de trabajo, el cual, al no constar por escrito, se entiende pactado a término indefinido.

Ahora, en aras de efectuar la liquidación correspondiente a dicho periodo y verificar si lo pagado por la empleadora fue correcto, se tendrá en cuenta el salario mínimo legal vigente para cada año, toda vez que, aunque el actor afirmó que su salario era superior, nada al respecto probó.
Año 2006

Salario Mínimo:

$408.000

Cesantía:


$408.000

Vacaciones:


$204.000

Intereses cesantía:
$48.960

Prima de servicios:
$408.000

Total a pagar 2006:
$1.068.960

Año 2007

Salario mínimo:

$433.700

Cesantía:


$433.700

Vacaciones:


$216.850

Intereses cesantía:
$52.044

Prima de servicios:
$433.700

Total a pagar 2007:
$1.136.294

Gran total:


$2.205.254

Valor pagado por la empleadora, conforme a los documentos de folios 25, 26 y 27:


$2.298.200

Visto lo anterior, tenemos que la empleadora pagó incluso más de lo que por derecho correspondía a su trabajador, sin embargo, cometió un error al cancelar directamente a su empleado el valor de la cesantía correspondientes al año 2006, toda vez que conforme al artículo 254 del Código Sustantivo del Trabajo, el cual prohíbe los pagos parciales del auxilio de cesantía antes de la terminación del contrato de trabajo, las sumas pagadas de dicha forma se perderán, sin que tenga la posibilidad de repetir por lo pagado.

En cuanto a la terminación del contrato sin justa causa por parte de la empleadora, obra a folio 24 escrito por medio del cual el actor presenta su renuncia al cargo ocupado, por lo que, sin necesidad de más manifestaciones al respecto, no se accederá a dicha declaración y condena solicitadas.
Por último, en lo referente a la indemnización moratoria, tenemos que, en primer lugar, al condenar a la demandada a pagar el valor de las cesantías correspondientes al año 2006 como sanción por su pago irregular, imponer condena por la mencionada indemnización moratoria constituiría un doble castigo, y en segundo término, ésta procede únicamente cuando al terminar la relación laboral no se cancelan al trabajador salarios o prestaciones sociales, nunca por sanciones o indemnizaciones debidas.  
Por lo tanto, se revocará la sentencia de primer grado, para en su lugar declarar que entre la señora María Liliana Arias, como empleadora, y el señor Oliverio Méndez Gómez, como trabajador, existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 1° de enero de 2006 y el 31 de diciembre de 2007, y que aquella debe a éste, por concepto de auxilio de cesantía del año 2006 la suma de $408.000. 

Sin costas por la actuación en esta instancia por tratarse de consulta.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia de primera instancia, por las razones expuestas en al parte considerativa.

SEGUNDO: DECLARAR que entre la señora María Liliana Arias, como empleadora, y el señor Oliverio Méndez Gómez, como trabajador, existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 1° de enero de 2006 y el 31 de diciembre de 2007.
TERCERO: CONDENAR a la señora María Liliana Arias a pagar al señor Oliverio Méndez Gómez, la suma de cuatrocientos ocho mil pesos ($408.000), a titulo de sanción por el pago irregular del auxilio de cesantía del año 2006, por las razones expuestas en la parte considerativa del presente proveído.

CUARTO: ABSOLVER a la señora María Liliana Arias de las restantes pretensiones incoadas en su contra por el señor Oliverio Méndez Gómez.

QUINTO: COSTAS en primera instancia a cargo de la demandada en un veinte por ciento (20%).
Sin costas por la actuación en esta instancia por tratarse de consulta.

Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y se firma en constancia el acta por los intervinientes.

Los Magistrados,

Hernán Mejía Uribe

Francisco Javier Tamayo Tabares

Ana Lucía Caicedo Calderón

Lina María Arbelaez Giraldo

Secretaria
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